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MINISTERIO
DE INDUSTRIA Y ENERGÍA

16485 RESOLUCIÓN de 8 de julio de 1998, de la
Dirección General de la Energía, por la que
se publican los precios máximos de gasolinas,
sin incluir impuestos, aplicables en el ámbito
de las ciudades de Ceuta y Melilla a partir
del día 11 de julio de 1998.

Por Orden de 27 de diciembre de 1996, previo Acuer-
do de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos
Económicos de 26 de diciembre de 1996, se aprobó
el sistema de precios máximos de venta al público de
productos petrolíferos en el ámbito de las ciudades de
Ceuta y Melilla.

En cumplimiento de lo dispuesto en dicha Orden,
Esta Dirección General de la Energía ha resuelto que

desde las cero horas del día 11 de julio de 1998 los
precios máximos, sin impuestos, en el ámbito de las
ciudades de Ceuta y Melilla de los productos que a con-
tinuación se relacionan serán los siguientes:

Precios máximos, sin impuestos, en pesetas/litro en
estación de servicio o aparato surtidor:

I. O. 97 (súper) I. O. 95 (sin plomo)

38,5 39,8

A los precios sin impuestos anteriores se les sumarán
los impuestos vigentes en cada momento.

Lo que se hace público para general conocimiento.

Madrid, 8 de julio de 1998.—El Director general, Anto-
nio Gomis Sáez.

16486 RESOLUCIÓN de 8 de julio de 1998, de la
Dirección General de la Energía, por la que
se publican los precios máximos de venta al
público de gasolinas, Impuesto General Indi-
recto Canario excluido, aplicables en el ámbito
de la Comunidad Autónoma de Canarias a
partir del día 11 de julio de 1998.

Por Orden de 28 de diciembre de 1994, previo Acuer-
do de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos
Económicos de 28 de diciembre de 1994, se aprobó
el sistema de precios máximos de venta al público de
productos petrolíferos en el ámbito de la Comunidad
Autónoma de Canarias.

En cumplimiento de lo dispuesto en dicha Orden,

Esta Dirección General de la Energía ha resuelto que
desde las cero horas del día 11 de julio de 1998 los
precios máximos de venta al público en el ámbito de
la Comunidad Autónoma de Canarias de los productos
que a continuación se relacionan, Impuesto General Indi-
recto Canario excluido, serán los siguientes:

Precios máximos en pesetas/litro en estación de
servicio o aparato surtidor:

Gasolinas auto

I. O. 97 (súper) I. O. 92 (normal) I. O. 95 (sin plomo)

78,5 75,5 77,3

Lo que se hace público para general conocimiento.
Madrid, 8 de julio de 1998.—El Director general, Anto-

nio Gomis Sáez.

16487 RESOLUCIÓN de 8 de julio de 1998, de la
Dirección General de la Energía, por la que
se publican los precios máximos de venta al
público de gasolinas, aplicables en el ámbito
de la península e islas Baleares a partir del
día 11 de julio de 1998.

Por Orden de 28 de diciembre de 1994, previo Acuer-
do de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos
Económicos de 28 de diciembre de 1994, se aprobó
el sistema de precios máximos de venta al público de
productos petrolíferos en el ámbito de la península e
islas Baleares.

En cumplimiento de lo dispuesto en dicha Orden,
Esta Dirección General de la Energía ha resuelto que

desde las cero horas del día 11 de julio de 1998 los
precios máximos de venta al público en el ámbito de
la península e islas Baleares de los productos que a
continuación se relacionan, impuestos incluidos, serán
los siguientes:

Precios máximos en pesetas/litro de gasolinas auto
en estación de servicio o aparato surtidor:

I. O. 97 (súper) I. O. 92 (normal) I. O. 95 (sin plomo)

118,5 115,0 113,7

El precio de las gasolinas auto para las representa-
ciones diplomáticas que, en régimen de reciprocidad,
tengan concedida la exención del Impuesto sobre Hidro-
carburos será el que resulte de restar al precio aplicable
el tipo del citado Impuesto vigente en cada momento.

Lo que se hace público para general conocimiento.
Madrid, 8 de julio de 1998.—El Director general, Anto-

nio Gomis Sáez.

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

16488 REAL DECRETO 1426/1998, de 3 de julio,
por el que se prorroga la vigencia del régimen
sobre compensación al transporte de mercan-
cías con origen o destino en las islas Canarias
establecido por el Real Decreto 1054/1995,
de 23 de junio.

El Real Decreto 2945/1982, de 4 de junio, reguló
un régimen de compensación al transporte marítimo y
aéreo de mercancías con origen o destino en las islas
Canarias, con la finalidad de establecer un equilibrio com-
petitivo respecto al resto del territorio nacional, dada
la lejanía de dicho archipiélago y la repercusión de los
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costes de dichos modos de transporte en el precio de
los productos. Dicho régimen de compensación se fue
actualizando año a año hasta culminar con el Real Decre-
to 1054/1995, de 23 de junio.

De forma similar la Ley 19/1994, de 6 de julio, de
modificación del Régimen Económico y Fiscal de Cana-
rias, en su artículo 7, ha dispuesto, como medida com-
plementaria a la aplicación de las disposiciones del Dere-
cho comunitario en las islas Canarias relativas a la lejanía
y a la insularidad, el establecimiento de una consignación
anual en los Presupuestos Generales del Estado con la
finalidad de abaratar el coste efectivo del transporte marí-
timo y aéreo de mercancías interinsular y entre las islas
y la península, así como del transporte de las expor-
taciones dirigidas a la Unión Europea, estableciendo que
el sistema de concesión de dichas compensaciones se
determinará reglamentariamente.

No obstante lo anterior, y en tanto se procede a dar
cumplimiento a dicho mandato mediante la elaboración
y aprobación de la correspondiente norma reglamentaria,
es preciso arbitrar los mecanismos adecuados para hacer
efectivas las subvenciones establecidas en la Ley de Pre-
supuestos Generales del Estado, al transporte marítimo
y aéreo de mercancías entre la península y las islas Cana-
rias, o viceversa, y al transporte para la exportación de
las mismas a países de la Unión Europea.

Por ello, con el acuerdo del Gobierno de Canarias,
se ha optado por la prórroga para 1998 de la vigencia
del régimen establecido por el Real Decreto 1054/1995,
de 23 de junio, con las modificaciones introducidas por
el artículo 2 del Real Decreto 1316/1997, de 1 de agos-
to, referentes a la subvención aplicable al crudo de petró-
leo y sus derivados que hayan experimentado transfor-
maciones que incrementen su valor en el archipiélago
Canario.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Fomento
y de Economía y Hacienda, previo informe de la Comu-
nidad Autónoma de Canarias y previa deliberación del
Consejo de Ministros en su reunión del día 3 de julio
de 1998,

D I S P O N G O :

Artículo 1.

Se prorroga para 1998 la vigencia del régimen esta-
blecido por el Real Decreto 1054/1995, de 23 de junio,
sobre compensación al transporte de mercancías con
origen o destino en las islas Canarias, y en la Orden
de 13 de julio de 1995 que lo desarrollaba, que se apli-
cará a los transportes realizados en 1997.

Artículo 2.

El transporte marítimo interinsular y con destino a
la península del crudo de petróleo y sus derivados ori-
ginarios de las islas Canarias o que hayan sufrido en
estas transformaciones que aumenten su valor gozará
de una compensación de hasta el 3 por 100 del flete
de dichas mercancías.

Disposición final única.

Este Real Decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a 3 de julio de 1998.

JUAN CARLOS R.

El Vicepresidente Primero del Gobierno
y Ministro de la Presidencia,

FRANCISCO ÁLVAREZ-CASCOS FERNÁNDEZ

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE LA RIOJA

16489 LEY 9/1998, de 2 de julio, de Caza de La
Rioja.

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA RIOJA

Sepan todos los ciudadanos que la Diputación Gene-
ral de La Rioja ha aprobado y yo, en nombre de su Majes-
tad el Rey y de acuerdo con lo que establece la Cons-
titución y el Estatuto de Autonomía, promulgo la siguien-
te Ley:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Estatuto de Autonomía de La Rioja, aprobado por
la Ley Orgánica 3/1982, de 9 de junio, modificada por
la Ley Orgánica 3/1994, de 24 de marzo, en el apar-
tado 9 de su artículo 8 atribuye a la Comunidad Autó-
noma de La Rioja competencia exclusiva en materia de
caza, pesca fluvial y acuicultura, en el marco de lo pre-
visto en el artículo 148 de la Constitución.

La asunción de las competencias en materia de caza,
la evolución experimentada en la concepción y ejecución
de la actividad cinegética, las peculiaridades que ésta
presenta en la Comunidad Autónoma de La Rioja, su
influencia en la conservación de la naturaleza y las modi-
ficaciones habidas en la Ley de Caza de 1970, por impe-
rativos derivados de la legislación del Estado y de la
Unión Europea en materia de medio ambiente y con-
servación de la naturaleza, son varias de las múltiples
circunstancias que hacen necesario promulgar una nue-
va Ley que regule la actividad de la caza en La Rioja.

Principio inspirador de esta Ley es la conservación
y el aprovechamiento racional y sostenido de las espe-
cies cinegéticas, contribuyendo a la conservación de la
naturaleza: Ciñe su ámbito de aplicación a dichas espe-
cies, dejando para otras leyes la regulación de las que
no son objeto de caza. Ello obliga a definir claramente
los conceptos de especie cinegética y de especie cazable
en La Rioja, y el modo en que éstas se determinarán.

Para garantizar un aprovechamiento ordenado de los
recursos cinegéticos, en un contexto de calidad del
medio cada vez menos favorable y con una presión cine-
gética creciente derivada de la actual consideración de
la caza como actividad de ocio a la que todos tienen
derecho, la Ley regula el uso de los medios a utilizar
en el ejercicio de la caza, impone limitaciones y pro-
hibiciones en beneficio de la caza y, sobre todo, establece
la necesidad de someter la actividad cinegética a una
planificación previa materializada en la elaboración de
planes técnicos de caza que fundamenten la clase y
cuantía de los aprovechamientos, contemplen medidas
de mejora para optimizar los recursos cinegéticos y esta-
blezcan los mecanismos de control de su ejecución
garantizando un reparto equitativo entre los cazadores.
Ello excluye la posibilidad de cazar en los terrenos ante-
riormente sometidos a régimen de aprovechamiento
cinegético común.

Responsabiliza a los titulares de los terrenos cine-
géticos del cumplimiento de los objetivos de la Ley, al
tiempo que les asigna un papel fundamental en la pla-
nificación, ejecución y control de la actividad cinegética
en el ámbito del terreno que titularizan.

La creciente demanda cinegética de carácter depor-
tivo y social precisa de un número de piezas de caza


